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Resumen del caso. 

 

El presente caso se origina a partir de las diligencias de: reconocimiento médico 

legal y valoración psicológica realizados a una víctima de un delito sexual; la 

misma que se encuentra descrita como una menor de edad de sexo femenino, 

cuyos nombres y demás generales de ley, no los puedo incluir tomando en 

consideración la naturaleza del caso y los derechos de confidencialidad y 

privacidad que amparan a la víctima. 

Revisado que ha sido el proceso, se puede colegir que efectivamente se llegó a 

determinar la existencia material y formal de la infracción así como la 

responsabilidad penal del acusado, esto conforme el análisis probatorio de los 

hechos, peritajes, diligencias, testimonios y demás elementos de convicción que 

fueron aportados por los sujetos procesales durante el desarrollo de  la causa, 

mismos que al contrastar con los elementos constitutivos que forman parte de la 

dogmática penal, dan lugar a la existencia del delito de violación; 

consecuentemente los señores jueces del Tribunal de Garantías Penales en 

ejercicio jurisdiccional de su competencia y de su facultad punitiva resolvieron: 

 (…) declarar la culpabilidad del procesado Francisco R, ecuatoriano, de 40 años de edad, 

como autor directo de la conducta típica, antijurídica y culpable (violación) prevista y 

sancionada en el Art. 171.3 del Código Orgánico Integral Penal, más las agravantes del 

Art. 48 numerales 5 y 9 ibídem, imponiéndole la pena privativa de libertad de veinte y 

nueve años, cuatro meses, a ser cumplidos en el Centro de Privación de Libertad de 

personas adultas que corresponda (…) (Sentencia de Violación , 2017). 

Sin embargo, de lo expuesto, debo manifestar que el presente estudio de caso no 

versa sobre la condena impuesta al procesado ni tampoco sobre la existencia de 

la infracción, puesto que como lo señalé en líneas anteriores se ha podido 

justificar y constatar la existencia del delito. 
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Lo que se identifica es una grave transgresión de orden procesal, en la etapa de 

instrucción fiscal, puntualmente en el momento en que el Abogado particular que 

asumió la defensa del procesado fue impedido de acceder al expediente, mismo 

que se encontraba a cargo de Fiscalía, y que contenía los informes y demás piezas 

procesales relacionados con el caso en cuestión, pese a la existencia de 

constancias procesales en las que de forma reiterada e insistente la defensa del 

imputado solicitaba el acceso al expediente. 

Dichas exigencias y requerimientos nunca fueron atendidos, ni siquiera en la 

estación procesal correspondiente; esto es, en la etapa evaluatoria y preparatoria 

de juicio, etapa en la cual la defensa del acusado pese a dar a conocer sobre este 

asunto en particular no obtuvo ningún tipo de pronunciamiento motivado del 

Juez de instancia y garantista de derechos, quien además en lo posterior, 

contrariamente dicta el auto de llamamiento a juicio sin que previamente se haya 

saneado este error que vicia el procedimiento, y por ende su validez procesal; al 

provocar indefensión en la persona procesada. 

En consecuencia, se configura fehacientemente la vulneración expresa al debido 

proceso y a la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita de los derechos, que 

son el motivo de análisis principal en el desarrollo del presente estudio. 
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Glosario de términos. 

Derechos. - Normas que se dictan para dirigir a la sociedad a fin de solventar 

cualquier conflicto de relevancia jurídica que se origine; estas normas son 

impuestas de manera obligatoria y su incumplimiento puede acarrear una 

sanción. Es normativo, ya que está constituido por normas obligatorias de 

conducta ciudadana. Es bilateral porque necesita de la interactividad de dos o 

más personas. Es coercitivo, porque en caso de incumplimiento, es aplicable la 

fuerza para obtener la ejecución de la conducta prescrita. (Pereira Garmendia 

Mario, Diccionario del latín jurídico, Editorial B. de f. Buenos Aires, I ed. 2018, pág. 45). 

Garantía. - En Derecho Constitucional, el conjunto de declaraciones solemnes por 

lo general, aunque atenuadas por su entrega a leyes especiales donde a veces se 

desnaturalizan, que en el código fundamental tienden a asegurar los beneficios 

de la libertad, a garantizar la seguridad y a fomentar la tranquilidad ciudadana 

frente a la acción arbitraria de la autoridad. Integran límites a la acción de ésta y 

defensa para los súbditos o particulares.  (Ramón Eduardo Burneo, Derecho y 

Garantías Constitucionales en el Ecuador, Editorial Corporación de Estudios y 

Publicaciones, actualización marzo 2018, pág. 97). 

Delito. - Etimológicamente, la palabra delito proviene del latín delictum, 

expresión también de un hecho antijurídico y doloso castigado con una pena. En 

general, culpa, crimen, quebrantamiento de una ley imperativa. (Juan Fernández 

Carrasquilla, Derecho Penal Parte General, Editorial Universitaria, Medellín Colombia, 

Volumen II, 20171, pág. 90). 

Debido Proceso. - Principio general del derecho, que establece que el Estado 

tiene la obligación de respetar la totalidad de los derechos que la ley le reconoce 

a un individuo. El debido proceso, en este marco, es el principio que garantiza 

que cada persona disponga de determinadas garantías mínimas, para que el 

resultado de un proceso judicial sea equitativo y justo. Gracias al debido proceso, 
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un sujeto puede hacerse escuchar ante el juez. (Julián Pérez Porto y María Merino. 

Manual de términos jurídicos generalmente empleados, Publicado 2017, pág. 44). 

Etapa procesal. – Comprenden cada una de las subdivisiones que presentan los 

procesos, y en cuyo transcurso tendrán lugar determinados actos materiales y 

jurídicos, así como hechos jurídicos, a cargo tanto de las partes como, en su caso, 

del juzgador. (Alcázar Intriago, Diccionario Jurídico Penal, Tercera Edición, 2018, pág. 

39). 

Expediente. -  Todos los actos de la jurisdicción voluntaria. Conjunto de papeles, 

documentos y otras pruebas o antecedentes, que pertenecen a un asunto negocio 

o negocio, relacionado con las oficinas públicas o privadas. (Guillermo Cabanellas 

de Torres, Diccionario Jurídico Elemental, 2011, pág. 126). 

Evidencia. - Constituye una prueba determinante en un proceso judicial. Puede 

utilizarse para designar a aquello permite demostrar la verdad de un hecho de 

acuerdo con los criterios establecidos por la ley. (Cuello Calón, Diccionario Ilustrado 

del Derecho, 2012, pág. 65).  

Informe. - Parte, noticia, comunicación. Opinión, dictamen de un cuerpo. 

Alegato o exposición oral que hace un abogado o el representante del Ministerio 

fiscal ante el juez o tribunal. (Guillermo Cabanellas de Torres, Diccionario Jurídico 

Elemental, 2011, pág. 161). 

Prueba. - Demostración de la verdad de una afirmación, de la existencia de una 

cosa o de la realidad de un hecho. Cabal refutación de una falsedad. 

Comprobación. Persuasión o convencimiento que se origina en otro, y 

especialmente en el juez o en quien haya de resolver sobre lo dudoso o discutido. 

Razón, argumento declaración, documento u otro medio para patentizar la 

verdad o la falsedad de algo. Indicio, muestra, señal. (Enrique Alcaraz, Diccionario 

de términos jurídicos, Editorial Ariel, 2018, pág. 164). 
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Resolución. - Documento que expresa la voluntad del ente estatal que la emite.  

Documento que expresa la decisión de la autoridad en el ejercicio de sus 

funciones.  Las decisiones de la autoridad jurisdiccional. En Derecho Procesal, 

dícese del decreto, auto, sentencia o providencia que expiden los jueces en el 

ejercicio de sus funciones. (Julian Laberne Guerra, Diccionario de Conceptualizaciones 

Jurídicas, Editorial Lexus, 2013, pág. 45). 

Sanción. - En general, ley, reglamento, estatuto. Solemne confirmación de una 

disposición legal por el jefe de un Estado, o quien ejerce sus funciones. 

Aprobación. Autorización. Pena para un delito o falta. Recompensa por 

observancia de preceptos o abstención de lo vedado. PENAL. La amenaza legal 

de un mal por la comisión u omisión de ciertos actos o por la infracción de 

determinados preceptos. (Jorge Gudiño, Diccionario Jurídico, Editorial Implase, 2016, 

pág. 289). 

Sentencia. - Dictamen, opinión, parecer propio. Máxima, aforismo, dicho moral 

o filosófico. Decisión extrajudicial de la persona a quien se encomienda resolver 

una controversia, duda o dificultad. Resolución judicial en una causa. Fallo en la 

cuestión principal de un proceso. El más solemne de los mandatos de un juez o 

tribunal, por oposición a auto o providencia. Parecer o decisión de un 

jurisconsulto romano. La palabra sentencia procede del latín sintium, que 

equivale a sintiendo; Por expresar la sentencia lo que siente u opina quien la dicta. 

Por ella se entiende la decisión que legítimamente dicta el juez competente, 

juzgando de acuerdo con su opinión y según la ley o norma aplicable. (Mabel 

Goldstein, Diccionario jurídico consultor Magno, Voces Latinas, Editorial Lexus, 2011, 

pág. 269). 

Sujeto. - Sometido. Atado. Propenso. Obligado. Persona. Titular de un derecho 

u obligación. Persona cuyo nombre se ignora o se calla. El ser en general. El 

espíritu humano diferenciado del mundo exterior. Materia, asunto, tema, caso o 
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cosa sobre los cuales se trata. (v. Objeto.) Activo del delito. El autor, cómplice o 

encubridor; el delincuente en general. Del Derecho. El individuo o persona 

determinada, susceptible de derechos u obligaciones. Por excelencia, la persona, 

sea humana o física, jurídica o colectiva. (Santiago Muñoz Machado, Diccionario del 

español jurídico, Real Academia Española, 2015, pág. 231). 

Tutelar. - Derecho fundamental de defensa o de protección de toda persona, con 

capacidad o sin está, contra la injerencia de cualquier extraño, fundamentalmente 

el poder público, en su ámbito jurídico. Por lo antes mencionado podemos 

establecer que es un derecho fundamental, con el cual al exigir la Tutela Judicial 

Efectiva, para que sus derechos no sean lesionados y en caso de serlos, pueden 

los ciudadanos salvaguardar sus derechos, así como sus intereses; ya que para la 

tutela judicial efectiva es inherente el acceso a la justicia, en un proceso a cargo 

de un juez imparcial que impida la indefensión del sujeto procesal y este reciba 

un sentencia motiva en derecho. (Rafael Martínez Morales, Diccionario Jurídico 

General, Editorial Metropolitana, 2006, pág. 73). 

Tutela judicial efectiva. - Facultad de acudir a los órganos jurisdiccionales, para 

que a través de los debidos cauces procesales y con unas garantías mínimas, 

obtengan una decisión fundada en derecho, sobre las pretensiones propuestas, 

que si bien se mencionan unas están destinadas a la concepción de un derecho 

generado por parte del estado, al mismo como generador jurídico, político, que 

engloba implicaciones de ser soberano y coercitivo, ya están formadas por un 

conjunto de instituciones involuntarias, que tiene el poder de regular la vida 

nacional en un territorio determinado. (Pico I Junoy, J. Las Garantías 

Constitucionales del Proceso. Barcelona, 1997, pág. 56). 

 

 

http://es.wikipedia.org/wiki/Instituci%C3%B3n
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Introducción. 

 

Los derechos inherentes a la Tutela Judicial Efectiva y del Debido Proceso han 

venido evolucionando con el transcurso del tiempo incluso desde la antigüedad; 

y son concebidos con la tarea de salvaguardar a las partes procesales frente al 

posible abuso y arbitrariedad de quienes son los llamados a velar por el fiel 

cumplimiento de las leyes y de la administración de justicia. 

A partir de la promulgación de la Constitución de Montecristi, vigente desde el 

año 2008, el Ecuador paso a convertirse en un estado constitucional de derechos 

y justicia social es decir el responsable absoluto de garantizar a los ciudadanos la 

plena vigencia de los derechos consagrados en las diversas normas que 

componen nuestro ordenamiento jurídico, además de ser el facultado para crear 

los instrumentos adecuados y regular eficazmente las herramientas procesales 

que coadyuven a mejorar el servicio y esencialmente sirvan para dar tutela 

efectiva a todos los ciudadanos. 

Sobre esta base, debo anotar que la presente investigación va orientada a 

determinar las inobservancias en las que han incurrido los operadores de justicia 

al no haber aplicado en legal y debida forma la tutela judicial efectiva y las 

garantías que integran el debido proceso, teniendo como antecedente medular el 

no habérsele permitido a la defensa del procesado el acceso oportuno al  

expediente del caso en cuestión y que inicialmente se encontraba a cargo de 

Fiscalía y posteriormente en manos del órgano jurisdiccional mismo en el que 

reposaban todas las actuaciones procesales efectuadas en el caso y que 

constituyen la verdad procesal. 

 “(…) el derecho de defensa y asistencia de abogado forma parte del contenido amplio de la tutela judicial 

efectiva cuya proclamación constitucional lo configura no solo como un derecho fundamental sino también 

como uno de los pilares de lo que es un Estado Democrático de Derecho.” (Jesús López Medel, Los 

instrumentos jurídicos desde la perspectiva española, Editorial de Mingote, Madrid-España, tercera 

edición, 2016, Pag 98.) 
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Capítulo I 

Planteamiento del caso a investigar. 

 

1.1. Presentación del Caso. 

La causa signada con el No. 18282-2017-00037, tiene relación con el proceso penal 

iniciado en contra del ciudadano Francisco R, quien fue sometido al poder 

punitivo del Estado por la conducta penalmente relevante típica, antijuridica y 

culpable de violación. El Tribunal de Garantías Penales con plena jurisdicción y 

competencia avocó conocimiento del caso, en virtud del auto de llamamiento a 

juicio dictado por el Juez de la Unidad Judicial Penal con sede en el Cantón 

Ambato, al considerar que existían graves presunciones acerca de la existencia 

de un delito. Posterior a la etapa de juzgamiento el Tribunal, por unanimidad 

declara la culpabilidad del procesado por el delito tipificado y sancionado en el 

Art 171.3 del Código Orgánico Integral Penal.  

Retrotrayéndome un poco, específicamente a la etapa de Instrucción Fiscal, se 

puede apreciar que el procesado a través de su Abogado Defensor y del derecho 

a la defensa que lo asiste, presenta algunos escritos detallados en las siguientes 

fechas: 19-09-2017; 01-10-2017; 24-10-2017, en los cuales solicitaba al Agente Fiscal 

a cargo de la investigación se sirva conceder y proveer el acceso al expediente 

signado con el No. 180101816020262. Peticiones que pese a ver sido reiteradas en 

las fechas detalladas, nunca fueron atendidas y por lo tanto no obtuvieron 

pronunciamiento alguno, mientras la investigación del delito seguía avanzando. 

Al arribar a la etapa de evaluación y preparatoria de juicio;  al ser esta la fase 

procesal oportuna el Abogado Defensor da a conocer al Juez de Garantías 

Penales, sobre la existencia de este acontecimiento en particular, advirtiendo el 

estado de indefensión del que ha sido objeto su defendido, solicitando se proceda 

a corregir este error y retornar a la etapa pertinente donde se produjo el mismo, 
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a fin de garantizar el derecho a la defensa del procesado que hasta ese momento 

ya había sido vulnerado. Tal impugnación no fue aceptada y el pronunciamiento 

del tribunal en el considerando segundo de la sentencia dictada, reza:  

“(…) SEGUNDO. - VALIDEZ PROCESAL. - Revisado el proceso, se establece que el 

mismo se ha tramitado con apego a las normas legales vigentes y el respeto a las garantías 

constitucionales, en especial las referidas a las normas del debido proceso y a las 

disposiciones del Código Orgánico Integral Penal, sin que se advierta la existencia de 

omisiones sustanciales que afecten su validez, por lo que se lo declara válido. (…)” 

(Sentencia de Violación , 2017). El subrayado me pertenece. 

Al respecto, el Dr. Luis Humberto Abarca Galeas en su obra titulada: (La oralidad 

y los principios constitucionales del Debido Proceso, Editorial Jurídica LyL, 

Riobamba – Ecuador, 2017, TOMO I, Págs. 42-43) establece:  

“(…) Cuando el juez o tribunal no cumple con la función de garante, sea de 

oficio o a petición de parte, es evidente que sitúa al afectado en estado de 

indefensión de los derechos y garantías conculcados, ya que estos no son 

tutelados en la forma en que establece la Constitución y la Ley, aplicando en 

forma directa e inmediata tales derechos y garantías conculcados, mediante la 

exclusión o desestimación de las actuaciones procesales que contienen tales 

violaciones objetivamente consideradas, exclusión que deberá comprender a 

toda la cadena causa de resultados o de frutos envenenados. (Abarca Luis 

Humberto, La oralidad y los principios constitucionales del debido proceso, 

Editorial Jurídica LyL, Riobamba Ecuador, 201, pág. 325.)  

Como se puede apreciar, la ausencia de la tutela jurídica constitucional y procesal 

de los derechos conculcados, situó al sujeto procesal afectado en estado de 

indefensión, dada la vulneración de los derechos y garantías del debido proceso 

de los cuales se hace caso omiso en la resolución de la causa. 
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Objetivos del estudio de caso. 

 

Objetivo General: 

 

Establecer un estudio objetivo de la Tutela Judicial Efectiva y de las Garantías del 

Debido, considerando el derecho a la Defensa que asiste a la persona procesada 

dentro de la causa No. 18282-2017-00037. 

 

Objetivos Específicos: 

 

• Determinar si los operadores de Justicia aplicaron correctamente 

las normas reguladoras de la Tutela Judicial Efectiva y Garantías 

del Debido Proceso. 

 

• Precisar si la Tutela Judicial Efectiva se puede lograr a través del 

cumplimiento del Debido Proceso. 

 

• Identificar el derecho a la Defensa como componente esencial en el 

proceso penal y su incidencia jurídica.  
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Capítulo II 

 

Contextualización del caso 

 

2.1.  Antecedentes del caso. 

 

Los antecedentes fácticos que personalizan el presente caso se suscitaron a finales 

del mes de octubre del año 2015, mediante denuncia formulada por el padre de 

la víctima menor de edad, quién en la misma da a conocer el posible 

cometimiento de un delito de violación, mismo que fue tramitado y sustanciado 

de acuerdo con el orden regular aplicable, dando cumplimiento a las 

disposiciones propias del procedimiento ordinario, mismas que a continuación 

procederé a describir: 

1) Fase de investigación previa. – En esta primera fase la fiscalía como titular de 

la acción penal pública inicia la investigación, disponiendo se recepte el 

testimonio de la víctima y de algunos familiares, previo consentimiento del 

representante legal se da lugar a la práctica de pericias y exámenes médico - 

legales, tales como: ginecológico, psicológico y de entorno social.   

2) Etapa de instrucción fiscal. – Fiscalía formula cargos en contra de un 

ciudadano mayor de edad y por consiguiente a partir de esta etapa inicia su 

procesamiento, se solicita como medida cautelar la prisión preventiva del 

ciudadano por el tiempo que dure su procesamiento, se dispone además que se 

recepten versiones de diferentes personas que tenían conocimiento del 

cometimiento de tal delito. El procesado concede la autorización correspondiente 

y anuncia a su nuevo Abogado patrocinador privado para que actúe en su 

defensa, al ejercer la misma es impedido sin ninguna justificación legal de 

acceder personalmente a revisar el expediente fiscal, donde se encontraban las 

actuaciones procesales ejecutadas hasta el momento. 
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 3) Etapa evaluatoria y preparatoria de juicio. – Concluida la etapa de instrucción 

fiscal se inicia esta etapa intermedia en donde Fiscalía se mantiene en su 

acusación, presenta pruebas que posteriormente serán practicadas en la etapa de 

juicio; se procede a resolver sobre los asuntos de competencia, procedibilidad, 

prejudicialidad; no obstante, nada se resuelve con lo relacionado al acceso al 

expediente que constituye violación al debido proceso y contrariamente a 

Derecho se declara la validez procesal. 

 4) Etapa de juicio. -  En esta etapa final avoca conocimiento el Tribunal de 

Garantías Penales, mismo que sobre la base del acervo probatorio y de las teorías 

jurídicas sustentadas por las partes procesales dicta sentencia condenatoria 

dentro de la causa No. 18282-2017-00037, declarando la culpabilidad del 

procesado como autor material del delito de Violación tipificado y sancionado en 

el Código Orgánico Integral Penal Art. 171.3, atendiendo la concurrencia de 

algunas agravantes, se le impone la pena de veinte y nueve años, cuatro meses 

de privación de libertad.  

Por lo descrito queda claro que cada etapa procesal tiene su finalidad jurídica 

plenamente descrita por la norma penal (COIP), entendiéndose que conforme se 

va agotando cada etapa, el proceso sigue su cauce normal sin detenerse por lo 

que de no haberse corregido el error que deja en indefensión al procesado en la 

etapa oportuna como lo es en la etapa evaluatoria y preparatoria de juicio, el 

tiempo para hacer valer el derecho vulnerado ha culminado por el principio de 

preclusión y una vez que la etapa procesal ha precluido resulta difícil retroceder 

y corregir el error generado. Otra consideración de suma importancia es que esta 

etapa ya se realiza bajo la tutela e intervención directa del juez de garantías 

penales, quien como su nombre lo indica es el garante de los derechos que asisten 

a los sujetos procesales, en este contexto y bajo su potestad jurisdiccional se 

convierte en el controlador del proceso y es a su vez quien tiene la tarea 
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fundamental de hacer cumplir el debido proceso con el firme propósito de 

salvaguardar un juicio justo. 

2.2. Fundamentación teórica del caso. 

 

2.2.1. Tutela Judicial Efectiva. 

 

El estado ecuatoriano en su devenir histórico ha venido perfeccionando sus 

diversas herramientas jurídicas para garantizar que sus ciudadanos gocen de 

derechos y también respondan a sus obligaciones, a través del respeto a los 

derechos y la igualdad ante la ley.  

“La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por los 

órganos de la Función Judicial y por los demás órganos y funciones 

establecidos en la Constitución” (Art. 167 Constitución de la República del 

Ecuador). 

 

En ese contexto la Función Judicial y sus órganos que la componen son entes de 

protección que tienen la misión de guiar el fiel cumplimiento de las disposiciones 

enmarcadas en los diversos cuerpos normativos, equilibrando la convivencia 

social, precautelando el bien común y protegiendo la paz social. 

 

“Toda persona tiene derecho al acceso a la tutela judicial efectiva, imparcial y 

expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 

inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión”. Art. 75 

Constitución de la República el Ecuador. 

 

La garantía de todo el sistema se sostiene en un elemento vital llamado “tutela” 

por el cual todas las autoridades de los poderes del Estado se sujetan a 

precautelar que todos los ciudadanos puedan recurrir a la justicia, a tener acceso 
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al sistema judicial y a obtener del mismo resoluciones fundadas en derecho, 

debidamente motivadas que puedan ser incluso objeto de impugnación si estas 

concurren en faltas que se encuentren empañadas de ilegalidad.  

 

En el ámbito internacional. La Declaración Universal de los Derechos Humanos 

(1948), establece en su artículo 10 el derecho a la tutela efectiva, imparcial y 

expedita. 

“Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 

públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para 

la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 

acusación contra ella en materia penal”. (DECLARACIÓN UNIVERSAL 

DE LOS DERECHOS HUMANOS, 1948).  

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, respecto de este derecho ha 

establecido que: 

“(…) el Art. 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados 

Partes de garantizar a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 

judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 

Dicha efectividad supone que, además de la existencia formal de los recursos, 

estos den resultados o respuestas a las violaciones de derechos contemplados 

ya sea en la Convención, en la Constitución o en las leyes (…)” (Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, caso Velásquez Rodríguez vs. 

Honduras, excepciones preliminares, pág. 93). 

 

Los instrumentos internacionales en materia de Derechos Humanos se 

convierten en supraconstitucionales, por la inminente evolución que esta 

garantía ha venido desarrollando, en la mayoría de ordenamientos jurídicos 
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estatales, de ahí que hoy en día, este derecho el reconocimiento de sistemas y vías 

que garanticen un completo y libre acceso a la justicia, factor que como es de 

comprender no solo se logra garantizado el que no se vulneren los derechos 

desde el inicio del proceso, en el intermedio o al momento de su finalización; sino 

también desde el momento mismo en que el Estado crea las leyes a través del 

órgano legislativo, es decir, que la garantía de la tutela efectiva empieza a regir 

desde el momento en que nacen las normas procesales y antes del inicio de un 

proceso.  

El pleno de la Corte Constitucional en referencia a la tutela judicial efectiva, en 

su Sentencia No. 082-16-SEP-CC, dictada dentro del caso No. 1163-10-EP, señalo 

que: 

(…) el contenido de este derecho no se circunscribe únicamente a garantizar 

el mero acceso a la jurisdicción, su objetivo se extiende a todo el desarrollo del 

proceso, de tal manera que los procedimientos y las decisiones judiciales se 

ajusten a los preceptos constitucionales y legales que integran el 

ordenamiento jurídico (…).  

Al respecto el Dr. George Ermel Sotomayor Rodríguez, manifiesta en su obra: 

Aplicabilidad en la práctica jurídica Penal y Constitucional, Editorial Indugraf, 

Riobamba-Ecuador,2016, página 74: 

 

“(…) para que en un proceso existan verdaderas garantías judiciales, es 

preciso que en el se observen todos los requisitos que sirvan para proteger, 

asegurar o hacer valer la titularidad o el ejercicio de un derecho”, es decir, las 

condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de 

aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial. 

(…)” 
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Este breve análisis doctrinario normativo y jurisprudencial, antes enunciado 

determina que la tutela efectiva es el derecho principal de acceso a la justicia y de 

protección eficaz de los derechos y garantías ciudadanas, representa el brazo 

armado del derecho a la defensa del que gozan todos los ciudadanos sometidos 

al poder sancionador del Estado, entendiéndose además que dicho derecho tiene 

directa vinculación con la seguridad jurídica, en razón de que se requiere 

previamente un sistema jurídico válido y eficaz destinado a garantizar las 

formalidades legales a fin de atender exitosa y oportunamente los requerimientos 

de las partes procesales con sujeción a los principios de inmediación y celeridad. 

Trasladando este contenido al caso que me ocupa se tiene que, en la etapa 

procesal penal intermedia de evaluación y preparatoria de juicio, etapa en la cual 

los sujetos procesales ponen en evidencia al juez las vulneraciones que atacan al 

proceso, para que este en uso de sus facultades y garantías pueda subsanar o a 

su vez declarar la nulidad de estos actos. 

En la decisión emanada por del juez garantista no se dio crédito a las alegaciones 

realizadas por el Abogado, admitiendo que pese haber existido dicho error, no 

constituye un hecho trascendental que pueda influir en la decisión de la causa y 

por consiguiente la desestima, emitiendo un pronunciamiento contrario a 

derecho, sin las debida motivación que exige la Ley, ubicando al procesado en 

vulnerabilidad e indefensión y al margen de la protección de la tutela judicial 

efectiva, encargada por mandato constitucional  a los operadores de Justicia en 

todas las instancias judiciales.  
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2.2.2. Debido Proceso. 

 

La Constitución de la República del Ecuador, en sus artículos 76 y 77 reconoce 

como Derechos de Protección, ciertas garantías básicas que deben ser observadas 

por la Administración de Justicia en todo proceso judicial o administrativo y de 

manera especial en el proceso penal. 

“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden, se asegurará el derecho al debido proceso...” Art 76. (Constitución de 

la República del Ecuador, 2008). 

 

Según el profesor Pablo Esteban Perrino, en todo proceso se deben 

reconocer un conjunto de garantías básicas, tales como: 

 

(…) a) A concurrir ante los tribunales de justicia y a obtener de ellos una 

sentencia útil: b) A acceder a una instancia judicial ordinaria y a lograr un 

control judicial suficiente sobre lo actuado...; c) A un juez natural e imparcial; 

d) A la eliminación de las trabas que impidan u obstaculicen el acceso a la 

jurisdicción; e) A la interpretación de las normas reguladoras de los requisitos 

de acceso a la jurisdicción en forma favorable evitándose incurrir en 

hermenéuticas ritualistas (in dubio pro actione); f) A que no se desestimen 

aquellas pretensiones que padecen de defectos que pueden ser subsanados; g) 

A la no aplicación en forma retroactiva de nuevas pautas jurisprudenciales 

con relación a los requisitos de admisibilidad, a fin de evitar situaciones de 

desamparo judicial; h) A peticionar y obtener tutela cautelar para que no se 

torne ilusorio el derecho que se defiende; i) Al cumplimiento de todas las 

etapas del procedimiento legalmente previsto, el cual deberá asegurar la 

posibilidad del justiciable a ser oído, y a ofrecer y producir la prueba 

pertinente antes de dictarse la sentencia; j) A una decisión fundada que haga 
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mérito de las principales cuestiones planteadas; k) A impugnar la sentencia 

definitiva; l) A tener la posibilidad de ejecutar en tiempo y forma la sentencia 

y, por ende, a su cumplimiento por parte de la autoridad condenada; m) Al 

desarrollo del proceso en una dimensión temporal razonable; n) A contar con 

asistencia letrada”(…) (Pablo Esteban Perrino, Montevideo-Uruguay, 

Compendio Procesal Penal, 2003, págs. 261-262). 

Estas garantías tienen como finalidad:  

 

“(…) asegurar que todas las personas ejerzan su derecho a la defensa dentro 

de todas las etapas o grados del procedimiento, además de que cuenten con el 

tiempo y los medios adecuados para el efecto, a fin de que puedan ser 

escuchados en el momento oportuno y en igualdad de condiciones, presenten 

de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crean asistidos 

y repliquen los argumentos de las otras partes, presenten pruebas y 

contradigan las que se presentan en su contra(...) (Ponce, Martínez 

Alejandro. Derecho Procesal Orgánico, Quito, fundación Antonio Quevedo, 

1991. I edición, Pag 78). 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional del Ecuador en varios de sus fallos, ha 

definido al debido proceso como el “conjunto de principios a observar en cualquier 

procedimiento, no solo como orientación sino como deber, destinado a garantizar de 

manera eficaz los derechos de las personas. (Sentencia No. 049-16-SEP-CC, 2016). 

Art.76. 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes 

garantías:(…) (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

 

Entendiendo que las garantías del Debido Proceso son diversas y su campo de 

estudio es muy amplio, compete identificar precisa y puntualmente cuales de las 



26 
  

garantías establecidas en la norma fueron inobservadas en este caso, y así 

tenemos: 

Art. 76.7, a). Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna 

etapa o grado del procedimiento. (Constitución de la República del 

Ecuador, 2008). 

 

En este punto. RAMOS MENENDEZ, define al derecho a la defensa como “… el 

derecho a defenderse en el juego de la contradicción. Es en realidad un derecho a mantener 

la postura procesal de parte acusadora o acusada...” (Ramos Menéndez, El proceso penal, 

Bogotá Colombia. Editorial Cien Fuegos, 2012, Tomo II pág 16-18). 

 

Esta norma permite a los administrados y justiciables ejercer su derecho a la 

Defensa en igualdad de condiciones en todos los actos que se lleven a cabo un 

proceso. Respecto del caso en cuestión la decisión judicial del Juez de Garantías 

Penales vulneró esta disposición constitucional ya que nadie puede ser privado 

de su Defensa técnica, en ninguna etapa o grado del procedimiento, que en este 

caso se produjo desde la etapa de Instrucción Fiscal hasta la Preparatoria de 

Juicio, puesto que el Juez evade su responsabilidad y obligación jurisdiccional de 

garantizar el Derecho a la Defensa, debiendo en tal virtud ordenar que se 

retroceda el proceso hasta el momento mismo en que se verifica la violación de 

los derechos constitucionales antes mencionados, es decir proveer el expediente 

a través de la Defensa del procesado para que este haga valer sus derechos.  

 

Art. 76.7, b). Contar con el tiempo y con los medios y adecuados para la 

preparación de su defensa. (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

 

Claramente la norma dispone que el Derecho a la Defensa debe ser adecuado, 

técnico e inmediato es decir desde el momento de la detención para que su 
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patrocinador pueda acceder con absoluta libertad a los medios en los que pueda 

fundamentar su Defensa, entendiéndose como términos los destinados a 

disponer del tiempo indispensable para conocer los hechos e impugnaciones que 

se pueden formular en un determinado proceso judicial y en consecuencia 

poderse defender de forma técnica, por regla general debe practicarse en días y 

horas hábiles. 

 

Art. 76.7, d). Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones 

previstas por la Ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y 

actuaciones del procedimiento d). (Constitución de la República del Ecuador, 

2008). 

Esta disposición tiene amplia relación con el principio de publicidad, ya que a 

través de este principio se permite que las partes tengan derecho a conocer y 

acudir a las diligencias. Este principio prohíbe los actos y procedimientos secretos 

salvo las excepciones tendientes a salvaguardar los casos donde existe un alto 

interés público, moral, etc. 

 

Relacionando la disposición normativa con el presente, debo anotar lo siguiente: 

Si bien este proceso fue juzgado por un delito sexual de los considerados 

execrables en nuestra sociedad y que además gozan de confidencialidad por 

disposición legal, es menester aclarar que por regla general todo procedimiento 

es público dado que en cualquier momento no solo los Abogados sino también 

los órganos del Estado tienen la facultad de revisar los documentos y actuaciones 

probatorias aportadas en el mismo, con el fin de alcanzar veracidad y 

contradicción en el procedimiento llevado a cabo; e incluso revisar las 

actuaciones de los Jueces y Tribunales que administran Justicia. Dado este 

razonamiento es importante clarificar que lo que está prohibido es publicitar, 

divulgar, difundir, propagar información del caso públicamente respecto de la 

información constante y considerada como reservada o confidencial pero lo que 
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no se prohíbe en ninguna disposición legal es acceder directamente a la Defensa 

de cualquier persona en cualquier caso sea este de naturaleza confidencial o no, 

siempre que sea de forma directa por medio de un Abogado patrocinador 

debidamente autorizado y no por interpuesta persona dado que de no ser así se 

atentaría contra el Derecho a la Defensa. 

 

En resumen, el Debido Proceso protege los derechos de las partes en todo 

procedimiento, y es una garantía esencial para ejercer el legítimo derecho a una 

defensa oportuna, así como también se encarga de proteger otros derechos 

previstos en la Constitución. Esta garantía es de suma importancia porque 

impone a la autoridad un pronunciamiento justo, equitativo e imparcial, valores 

muy significativos para la existencia de una correcta administración de Justicia. 
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2.2.3. Derecho a la Defensa. 

 

El derecho a la defensa es una garantía básica del debido proceso garantizado 

por la norma Suprema del Estado, que se complementa con el derecho a la tutela 

efectiva, por lo que, ninguna persona puede ser privada de este derecho en 

ninguna etapa o grado del procedimiento, ya que se estaría incurriendo en 

indefensión. Entendiéndose a esta figura jurídica “indefensión” como la falta de 

defensa o desamparo, es un estado en el cual la parte procesal queda limitada en 

el ejercicio de sus derechos o medios procesales. 

La Corte Constitucional en múltiples de sus fallos, señala que:  

“…son casos de indefensión entre otros; (…) cuando, por un motivo 

legalmente no previsto, o cuando previsto legalmente sea irrazonable o 

desproporcionado, se prive de a las partes de la posibilidad de hacer valer sus 

derechos o se imposibilite a una de ellas una situación prevalente con respecto 

a la contraria…” (CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR, 

Sentencia N0.020-10-SEP-CC, Caso No. 0583-09-EP, 2010). 

 

Un Estado Constitucional de derechos y justicia, que consagra a favor de la 

persona inmersa a un proceso investigativo o judicial, derechos invulnerables y 

garantías supremas para el ejercicio de la defensa, asegura a todo individuo, el 

respeto a su libertad individual y su dignidad humana, principios de amplio 

contenido, que dan luz a la tan anhelada Justicia. 

El tratadista Gómez de Liaño, establece: “(…) la falta de defensa o estado de 

indefensión no es más que someter a una de las partes intervinientes en un proceso 

judicial; a la negativa infundada, arbitraria e ilegal de la autoridad respecto al acceso a los 

medios idóneos de la actuación procesal. (…)” (Gómez de Liaño, Conceptualizaciones y 
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opiniones jurídicas, Madrid-España, editorial jurídica Lexus, primera edición, 1996, pág. 

176). 

El Dr. Jorge E. Zavala Baquerizo, en su obra: (El proceso penal ecuatoriano, 

Universidad De Guayaquil, editorial académica universitaria, edición especial,2002, pág. 

73), señala: 

“(...) El derecho de defensa permite al ciudadano intervenir desde la iniciación 

de una investigación hasta el desarrollo y conclusión definitiva del proceso. 

Lo contrario significaría el ejercicio de un derecho de defensa diminuto, esto 

es, válido parcialmente, pero que jamás podrá tener la efectividad que exige, 

que ordena, (la Constitución). Se priva del derecho a la defensa a la persona 

que no puede oponerse a una investigación penal o de cualquier otra índole 

desde su inicio, pues está incapacitada para exhibir sus pruebas y oponerse a 

una indagación parcializada y orientada a perjudicar a los ciudadanos. Esto 

es lo que se llama indefensión (...)”. (pág. 129). 

Por lo indicado en la norma legal y en estas argumentaciones vertidas por los 

autores se denota que en el presente caso de estudio no se cumplió con la 

observancia de ese importante nexo causal entre el debido proceso y el respeto al 

derecho a la defensa dado que Fiscalía no permitió a la Defensa del procesado el 

acceso al expediente o expedientillo en el que se encuentran las actuaciones, 

diligencias y peritajes que se ordena se lleven a cabo en un proceso penal, 

evitando en consecuencia que su Abogado Patrocinador ejercite de forma 

adecuada y oportuna su defensa técnica, comprometiendo gravemente los 

derechos del procesado, situándolo en indefensión. 
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2.2.4. Preguntas de investigación. 

 

 

1. ¿En el presente caso se han respetado los derechos constitucionales 

de la persona procesada? 

 

 

2. ¿Se ha garantizado a la persona procesada su derecho a la Defensa? 

 

3. ¿En el caso de estudio se puede considerar una vulneración directa o 

indirecta del derecho a la Tutela Judicial Efectiva?    

 

 

4. ¿La justicia en el presente caso, ha hecho cumplir a cabalidad con las 

garantías establecidas para el debido proceso? 

 

 

5. ¿Los funcionarios judiciales y operadores que conocieron la causa, 

incidieron en inadecuada administración de Justicia? 
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Capítulo III 

 

3.0. Descripción del trabajo investigativo realizado. 

 

3.1. Redacción del Cuerpo de Estudio de Trabajo. 

 

Queda claro que en este caso se cumplieron las etapas del procedimiento 

ordinario ya que en este procedimiento debía ventilarse la causa. No obstante, es 

notorio que en la Etapa de Instrucción Fiscal, se produce la obstrucción del 

procesado a su Defensa Técnica por medio de la prohibición expresa y la 

limitación a revisar, observar y verificar el contenido documental que integraba 

el expediente procesal; continuando con esta vulneración hasta la Etapa 

Preparatoria de Juicio, la misma que en razón de la jurisdicción y competencia se 

radicó en la Unidad Judicial Penal con Sede en el Cantón Ambato a cargo del Juez 

de primer nivel Dr. Carlos Fabián Altamirano Dávila. Mismo que juega un papel 

trascendental a la hora de subsanar este vicio que atentaba contra el desarrollo 

normal del proceso y contra los derechos del procesado. Quien, en ejercicio de 

sus facultades y atribuciones emanadas por la Ley, no corrige el error de Derecho 

y por razones ajenas a todo razonamiento continúa con la tramitación y 

sustanciación de esta causa, dictando el auto de llamamiento a juicio, para que el 

Tribunal de Garantías Penales continúe con el juzgamiento del procesado.  

La Constitución de la República del Ecuador vigente desde el año 2008 en su 

artículo 1 establece en su parte pertinente, que “el Ecuador es un Estado 

Constitucional de Derechos y Justicia Social”, hecho por el cual se garantiza entre 

otros aspectos, el respeto a los derechos humanos, a la igualdad formal y 

material, a la tutela judicial efectiva, imparcial y expedita, al debido proceso, a 

ser juzgado por un juez competente y a la seguridad jurídica; se determina 

además que el proceso penal es un medio para la realización de la justicia, de tal 

forma que coligiendo con las actuaciones de los funcionarios de Fiscalía y 
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posteriormente de los funcionarios judiciales, que intervinieron en este proceso; 

hay que reconocer que producto de sus falencias y desobediencia a las  

disposiciones claras y expresas de las normas jurídicas concernientes a los 

procedimientos en materia penal, dan lugar a que se conculquen gravemente los 

derechos del procesado.  

3.2  Actos y dliligencias realizadas. 

 

Revisado que ha sido el presente caso de estudio en su contenido físico, se tiene: 

A fojas. 9, consta el escrito presentado por la defensa del procesado en el que 

solicita reiteradamente y por una nueva ocasión, se le confieran copias simples 

de todo el expediente que se encontraba a cargo del señor Juez de la Unidad 

Judicial Penal con sede en el Cantón Ambato. 

A fojas. 102, Con fecha 17 de frero del 2017, consta el escrito presentado por la 

defensa del procesado en el que solicita reiteradamente y por tercera ocasión, se 

le confieran copias simples de todo el expediente que se encontraba a cargo del 

señor Juez de la Unidad Judicial Penal con sede en el Cantón Ambato. 

A fojas 130, con fecha 17 de Abril del 2017 a las 8:19, consta la disposición de 

cierre de la instrucción fiscal y solicitud al  señor juez de derecho para que se 

digne señalar día y hora; a fin de que se lleve a cabo la Audiencia Preparatoria 

de Juicio en contra del procesado. 

A fojas 155,  con fecha 30 de mayo del 2017, consta la convocatoria a Audiencia  

Oral Reservada de Juzgamiento, en contra del procesado Francisco T, 

señalandose para el día martes 27 de junio del 2017 a las 09h00 en la sala 103 del 

Tribunal de Garantías del  Cantón Ambato Provincia de Tungurahua,. 
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3.3 Desarrollo y contestación a las interrogantes planteadas. 

 

¿En el presente caso se han respetado los derechos constitucionales de la 

persona procesada? 

De lo estudiado en el presente estudio de caso, se llega a determinar que no se ha 

respetado las garantías básicas del debido proceso, establecidas en el numeral 7 

del Art. 76 literales a, b y d de la Constitución de la República del Ecuador, es 

decir la tutela judicial efectiva al procesado no se dio en legal y debida forma por 

cuanto se le imposibilito del acceso a su expediente procesal para ejercitar su 

Defensa Técnica, vulnerando directamente su derecho a la defensa técnica ágil, 

oportuna y por tanto se lo  predispone manifiestamente en estado de indefensión, 

al vulnerar de forma directa su derecho a la Defensa de forma inaudita en un 

sistema que protege y ampara los justiciables a través de la tutela judicial efectiva, 

el derecho al debido proceso y garantías que lo custodian. 

¿Se ha garantizado a la persona procesada su derecho a la Defensa? 

El abogado de la defensa del procesado en varias ocasiones insistió al Agente 

Fiscal que tenía a su cargo el expediente procesal se digne atender sus peticiones 

de acceder al expediente procesal y pese a sus reiteradas insistencias constantes 

por escrito, no fue atendido; más adelante en la etapa preparatoria de Juicio el 

señor Juez de Unidad Judicial Penal con sede en el Cantón Ambato Provincia de 

Tungurahua, también hace caso omiso de las peticiones formuladas por el 

Abogado de la persona procesada en las que ponía en su conocimiento dichas 

vulneraciones en aras conseguir que el proceso sea retrotraído al momento 

mismo en que se dio la vulneración para que le sea permitido revisar las 

actuaciones procesales efectuadas y efectivizar de forma ágil la defensa técnica 

en favor de su defendido, pedido que nunca fue aceptado ni atendido por parte 

del operador de justicia. Incurriendo por tanto en una grave y directa vulneración 
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al Derecho a la Defensa del cual gozan todos los ciudadanos sometidos a 

cualquier proceso judicial.  

¿En el caso de estudio se puede considerar una vulneración directa o indirecta 

del derecho a la Tutela Judicial Efectiva?    

En líneas anteriores me he permitido manifestar que la doctrina y e incluso la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos se inclina por la posición que el 

derecho a la Tutela Efectiva debe ser garantizado en todas las etapas del proceso, 

e incluso en la fase de investigación. Nuestra Constitución así lo franquea pues 

el derecho a Defensa es posible única y exclusivamente con el cumplimiento del 

Derecho la Tutela Judicial Efectiva, en el caso que me ocupa no se aplicó 

correctamente este derecho por el juzgador quien tenía la potestad legal para 

hacerlo prevalecer en la etapa procesal pertinente como es la etapa Preparatoria 

de Juicio. 

¿La Justicia en el presente caso, ha hecho cumplir a cabalidad con las garantías 

establecidas para el debido proceso? 

En el presente caso no se ha ejercido una labor de control en las múltiples y 

diversas peticiones que se esgrimieron en el proceso y que crearon infracciones 

al debido proceso. Por tanto, no se validaron las reglas que lo componen 

omitiendo una serie de reglas procesales que no sólo son compatibles con tales 

derechos, sino que además son parte del ejercicio legítimo de las potestades 

jurisdiccionales que tampoco fueron observadas. 

¿Los funcionarios judiciales y operadores que conocieron la causa, incidieron 

en inadecuada administración de Justicia? 

A mi criterio el juzgador y fiscal que conocieron la causa no cumplieron con la 

obligación de proporcionar un servicio de Justicia adecuado y eficaz por tanto 
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conllevan en gran medida la responsabilidad en las transgresiones procesales, 

que se dieron origen en este proceso. 
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Capítulo IV 

Resultados 

 

4.1 Resultados de la investigación realizada. 

 

A efectos de establecer los resultados alcanzados en esta investigación, me 

permito hacer referencia a un pequeño extracto del contenido de la sentencia 

constitucional que refiero a continuación:  

(...) en definitiva, toda vez que el Estado y, particularmente el sistema de 

Justicia, tiene una obligación positiva de tomar las medidas idóneas necesarias 

y proporcionadas con el fin de garantizar materialmente los derechos 

constitucionales, de acuerdo a una interpretación integral de la normativa 

constitucional e internacional, los jueces están obligados a tomar medidas 

específicas, aun cuando la normativa no lo establezca formalmente, para poder 

garantizar el derecho de todas y todos a la tutela judicial efectiva y acceso a la 

justicia. (Corte Constitucional Ecuatoriana, sentencia No. 010-12-5EP-cc, 

caso No. 1277-10-EP, de 15 de febrero de 2012). 

De lo expuesto se tiene que, durante todo este proceso objeto de análisis se han 

determinado algunas vulneraciones y transgresiones en la correcta aplicación de 

los principios y derechos constitucionales, en especial de la Tutela Judicial 

Efectiva y del Debido Proceso, causando un daño cuantioso en el procesado y 

además opacando el desempeño de los operadores de justicia, quienes son 

llamados a custodiar las garantías de un juicio justo y sin atropellamientos. Ahora 

queda pendiente la tarea del Estado como único responsable de sancionar a 

quienes, ungidos de potestad jurisdiccional, han incumplido con el deber de 

actuar en apego irrestricto a las disposiciones legales y de la norma suprema.  
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4.2 Impacto de los resultados de la investigación. 

 

Debo considerar que este estudio me ha permitido descifrar vulneraciones e 

inobservancias de principios y garantías constitucionales atinentes al Debido 

Proceso y la Tutela Judicial Efectiva, reconocidas en el Art 75, 76 numeral 7 de la 

Constitución de la República del Ecuador, derechos que son fundamentales para 

la existencia mismo del Derecho y la realización de la anhelada Justicia, 

reconocidos principalmente en la carta magna y en otros instrumentos legales 

que forman parte del ordenamiento jurídico nacional e inclusive internacional y 

que además han servido para justificar el análisis. 

El impacto de la investigación radica en la vulneración a los derechos y garantías 

constitucionales del debido proceso y la tutela judicial efectiva literal incluso 

poniendo en riesgo la seguridad jurídica contemplada en el Art. 82 ibidem debido 

a que las autoridades deben basar sus actuaciones en el respeto a la constitución 

y a las leyes que prevalecen en el ordenamiento jurídico vigente. Fiscalía y el 

órgano jurisdiccional, no aplicaron adecuadamente estos derechos y provocaron 

indefensión en la persona procesada estos actos no solo que lesionaron derechos 

vitales en el procedimiento, sino que además pone en evidencia las deficiencias 

que existe en la administración de Justicia al no aplicar la ley de manera 

adecuada. 

 

Cabe señalar que los resultados de esta investigación han sido extraídos con el 

propósito de crear conciencia social en los operadores de Justicia para que ellos 

procuren no inferir en errores que a larga resquebrajan la confianza de los 

usuarios en el sistema judicial. La aspiración es que los juzgadores y demás 

funcionarios judiciales cumplan de manera eficaz y pertinente con su rol 

protagónico en la sociedad, brindando garantías de plena satisfacción en su 
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quehacer en todos los procesos en todas las materias e instancias más aún en 

materia penal, donde los derechos desprotegidos de un ser humano pueden 

desencadenar en un grave perjuicio a su libertad, como uno de los bienes más 

preciado que tenemos los seres humanos.  

La Justicia en nuestro país necesita imprescindiblemente que los juzgadores 

apliquen de forma correcta los principios y derechos constitucionales en un 

marco de respeto al sistema procesal como un medio para la realización de la 

Justicia. 
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Conclusiones 

 

La elaboración de este estudio de caso me ha permitido arribar a las siguientes 

conclusiones: 

1. El procesado fue condenado, por adecuar su conducta penalmente 

relevante de violación y por haberse comprobado su participación en el 

delito, no obstante esta resolución se emitió irrespetando una etapa 

procesal de significativa importancia en el proceso penal, icumpliendo con 

las garantías básicas del debido proceso, concernientes al derecho a la 

Defensa, específicamente las consagradas en el Art. 77 numeral 7 literales 

a, b y d, lo cual es inadmisible en un Estado constitucional de derechos y 

justicia. 

 

2. Como lo he sostenido a lo largo de esta investigación, en el presente 

proceso judicial se vulneraron derechos y garantías constitucionales 

inherentes al derecho a la defensa, puesto que se restringió su ejercicio al 

no permitir el acceso a las actuaciones judiciales, situando al procesado en 

inminente indefensión y evitando que su patrocinador pueda contradecir 

o desvirtuar los elementos de la acusación que pesaban en su contra. 

 

3. En la etapa procesal penal intermedia de evaluación y preparatoria de 

Juicio no se subsano el error “in procedendo” pese a que por disposición 

legal se dispone que sea en esta etapa procesal donde se corrija las 

falencias de naturaleza procesal y de constatar que se ha incurrido en ellas, 

se otorga facultad exclusiva al juez para retrotraer el proceso al momento 

mismo en que se produjo dicha violación y de haber merito inclusive 

declarar la nulidad procesal, lo que no sucedió en el presente caso.  
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4. El derecho a la Tutela Judicial Efectiva, consagrado en el Art. 75 de la 

Constitución de la República del Ecuador, no fue aplicado en legal y 

debida forma por el Juez de Garantías Penales, dado que en su resolución 

se permitió desechar las argumentaciones manifestadas por la Defensa 

aduciendo que no eran relevantes ni que afectaban en la decisión de la 

causa razonamiento que resulta por demás ambiguo, carente de 

motivación jurídica y contrario a derecho. 

 

5. En uso de las atribuciones conferidas a los jueces/as y demás servidores 

de la Función Judicial, estos aplicarán directamente las normas 

establecidas en la Constitución y las previstas en convenios, instrumentos 

o tratados internacionales sobre todo aquellos concernientes a los 

Derechos Humanos, cuando estas últimas sean más favorables a las 

establecidas en la norma suprema, aunque las partes no las citen e 

invoquen expresamente. 

 

6. Finalmente, en este caso se constata que tampoco se respetó la seguridad 

jurídica, derecho trascendental que se fundamenta en el respeto a la 

Constitución y en la existencia de normas jurídicas, previas, claras, 

públicas y aplicadas por las autoridades competentes. En este contexto se 

exhorta a que las acciones y decisiones vertidas por los juzgadores, sean 

desarrolladas de forma permanente en coherencia con la legislación 

aplicable a cada caso, para tutelar jurídica y legítimamente las 

pretensiones o contiendas, con la certeza absoluta de la prevalencia del 

Derecho, por sobre cualquier otro interés. 
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“Los administradores de Justicia, no deben ser ni buenos ni malos, 

deben ser justos en cuanto a su quehacer, solo así se garantiza que 

un sistema procesal sea un medio adecuado para la realización de 

la justicia”. 

 

Dr. Gustavo García Guerrero. 
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